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    Gil Piedra, Rodrigo


    Entre Dios y el Estado. La politización del movimiento conservador en el Perú


 
  


  
     


    Introducción

  


  
    Este libro, situado a medio camino entre el ensayo y el trabajo académico, tiene como objetivo establecer un horizonte de análisis que explore la relación entre política, sociedad y religión en el Perú contemporáneo. ¿Es necesario incluir a la religión como un elemento que puede llegar a influir sobre el vínculo entre política y sociedad? La respuesta corta es afirmativa. Una encuesta reciente del Instituto de Estudios Peruanos (IEP) echa luces sobre cuán relevante es la religión para los peruanos y cómo su presencia tiene implicancias para los posicionamientos y las preferencias de los ciudadanos en torno a temas polarizadores,1 por no llamarlos “controversiales”. Así, cuando se les interroga acerca de qué tan importante es ella en sus vidas, 62% expresa que la religión es “muy importante”. Más aún, si se observa esta cifra con mayor detalle y se disecciona la muestra en diferentes grupos poblacionales (nivel socioeconómico, edades o regiones), más del 50% sostiene con firmeza que la religión es “muy importante”. El Perú es un país intensamente religioso. La misma encuesta recoge, además, opiniones sobre asuntos potencialmente mediados por las actitudes y los valores religiosos, como lo son el matrimonio entre personas del mismo sexo y el aborto. Si bien el 65% de los encuestados sí justificaría la interrupción voluntaria del embarazo cuando peligra la vida de la madre, el 70% de la muestra tiene discrepancias con medidas a favor del matrimonio entre homosexuales. No son asuntos menores, pues en el Perú de las últimas décadas se han impulsado diversas iniciativas y proyectos de ley sobre derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, así como de reconocimiento legal de los grupos LGBTQ+. Frente a cada una de estas iniciativas políticas, como veremos a lo largo del texto, la religión, entendida en términos amplios, ejerció una influencia significativa contra el desenvolvimiento de lo que podríamos catalogar como una “agenda social de derechos”, donde el matrimonio entre parejas del mismo sexo y el aborto figurarán como ejes centrales.


    Esta última observación reconoce que el vínculo entre política y sociedad, intermediado por la religión en algún punto, se merece más que una respuesta corta nacida de la lectura de los datos de encuestas. Se demanda una respuesta un poco más compleja y matizada. El interés no es comprender la relación entre política, religión y sociedad como una fotografía estática, inmóvil, como una cifra; al contrario, nuestro objetivo es explorar dicho vínculo como parte de una secuencia más amplia compuesto por una gama de eventos interrelacionados, como un proceso. En ese sentido, consideramos que la incidencia de la religión sobre la política y sociedad se puede observar concretamente en torno a coyunturas y momentos específicos dentro de una cadena de acontecimientos, emergiendo como un factor importante cuando es deliberadamente politizada por parte de actores, grupos, agendas y estrategias que se despliegan con determinados objetivos en el espacio público. La religión formando parte de una agenda política. Los valores e identidades religiosas tienen la capacidad de incidir frontalmente en la política, pero no siempre es así; solo cuando los temas asociados a la religión se convierten en objeto de debate y acción política —cuando son politizados— ganan en protagonismo y en capacidad de influencia en el ámbito de las instituciones públicas, el espacio donde se toman decisiones que tienen repercusiones para la ciudadanía. Es lo que el movimiento conservador peruano ha avanzado en los últimos quinquenios.


    Así, en el Perú, en el curso de los últimos diez años aproximadamente, se ha desarrollado un proceso de politización del sector conservador, en la medida que este movimiento ha transitado de la arena social a la arena político-institucional con miras a defender y representar con mayor incidencia una “agenda moral” encarnada en la defensa de los valores provida, profamilia y antigénero. Así, la defensa de principios, valores y propuestas conservadoras que en el pasado reciente se desenvolvía en el mundo de las iglesias, las marchas ciudadanas y los medios comunicacionales, hoy, en cambio, se plasma a su vez en el ámbito del Estado y sus instituciones, particularmente desde el Congreso de la República.


    ¿Qué entendemos como “agenda moral”? Son un conjunto de principios avanzados por el movimiento conservador que implica batallar, como destaca Pérez Guadalupe en su estudio sobre los evangélicos latinoamericanos, “por el mantenimiento oficial de valores cristianos en la sociedad, sobre todo, en el ámbito de la moral sexual y familiar” (2017: 22). Bien entendida, dicha agenda moral es al mismo tiempo una agenda política, que no es más que un conjunto de temas y prioridades que orientan las acciones y decisiones del, en este caso particular, movimiento conservador, las cuales en última instancia toman la forma de políticas públicas y proyectos legislativos que buscan reflejar los intereses y objetivos de quienes la promocionan. En ese sentido, cuando hacemos referencia al encumbramiento de una agenda moral en la política peruana, damos cuenta sobre cómo se ha ido gradualmente centralizando en el Estado y a través de sus instituciones la defensa de valores provida y profamilia, expresados en las posturas del movimiento conservador contra toda aquella iniciativa asociada al aborto, el matrimonio entre parejas del mismo sexo y, con especial énfasis en el caso peruano, el “género”. El debate público se ha recargado de apelaciones sobre la agenda moral cristiana que ciertamente no han pasado desapercibidas, en la medida que marcan la pauta respecto de los cambios y transformaciones en el ejercicio del poder en el Perú contemporáneo.


    Una mayor apertura en el mundo y América Latina hacia políticas de inclusión y reconocimiento político de colectividades históricamente postergadas por el Estado y el entramado institucional ha acelerado la politización de los grupos conservadores. Mujeres con mayor control y libertad para decidir sobre sus cuerpos y, en definitiva, sobre sus proyectos de vida más allá del corto plazo, así como grupos y colectivos LGBTQ+ que empiezan a ser reconocidos e incorporados legalmente al Estado a través de derechos y políticas específicamente concentradas en ellos, erosionan las bases del pensamiento y ordenamiento político y social tradicionales, descolocando a quienes aspiran a salvaguardar los valores y las prácticas más convencionales, a los actores que priorizan la estabilidad y la permanencia por sobre los cambios (Biroli y Caminotti 2020). Por otro lado, la inserción de la noción de género en el plano político, si bien este se remonta por lo menos en el caso peruano hasta tres décadas atrás (Blondet 2002), crea un marco de desconcierto en el interior de los grupos conservadores, puesto que lo conciben como una categoría lo suficientemente fuerte como para flexibilizar las identidades y orientaciones sexuales, rompiendo con el esquema tradicional —cristiano— que reclama la existencia de solo dos géneros, hombre y mujer, donde cada individuo debe encajar en una de estas categorías, generalmente basadas en características biológicas. En tal sentido, la politización del movimiento conservador se puede visualizar como una fuga hacia adelante que tiene como objeto combatir la admisión y normalización de una agenda social vinculada al reconocimiento de derechos para las mujeres (aborto) y colectivos LGBTQ+ (matrimonio), así como luchar contra la supuesta amenaza de la “ideología de género” en las políticas públicas. Es la formulación de una agenda moral para paliar los efectos de otra agenda social. Es la reacción política o el contragolpe frente al avance del que se considera como adversario ideológico (Biroli y Caminotti 2020, Blee y Creasap 2010, Vommaro 2023), en un ida y vuelta permanente que ha comenzado a decantar, al menos en lo relativo al caso peruano, hacia uno de los bandos en disputa, hacia quienes enarbolan las banderas del pensamiento conservador.


    Una dinámica política basada en la promoción de agendas diferenciadas y contrapuestas implica necesariamente la identificación de quiénes son sus liderazgos o quiénes las encabezan en el espacio público. Una línea divisoria entre amigos y enemigos se cierne claramente sobre esta disputa. Por un lado, en el caso de la agenda moral, naturalmente es el movimiento conservador el que la promueve, sobre la base de la defensa de la vida y la familia tradicional, y contra la inclusión del género en el ordenamiento político y jurídico nacional. En esa línea, el movimiento conservador como corriente política e ideológica tiene como aspiración central la preservación de las tradiciones y los valores establecidos, varios de ellos ligados a los preceptos cristianos, lo que acarrea una defensa firme del statu quo contra la promoción de cambios y reformas con la capacidad de “deformar” una presunta estabilidad política, social y cultural (Altuve-Febres 2022). El movimiento conservador está compuesto por una enorme variedad de actores que incluyen, en otros, partidos políticos, intelectuales, medios de comunicación, grupos de interés, liderazgos eclesiales y asociaciones de padres de familia (Cannon 2016). El ecosistema es ampliamente numeroso.


    Por otro lado, desde la óptica de los actores del movimiento conservador, quienes pretenden impulsar una suerte de agenda social se encuentran fuertemente vinculados a los movimientos feminista y LGBTQ+, lo que acarrea la participación de un extenso número de grupos, colectivos y liderazgos provenientes del campo “progresista”, en la medida que abogan por poner en marcha un conjunto de reformas y cambios que permitan ganar en equidad e inclusión social. Las acciones del movimiento progresista y su empuje de la agenda social respondería, además, siguiendo la evaluación de los actores del movimiento conservador que se presentarán en este texto, a los mandatos de una presunta élite global posmarxista que tendría como misión interferir sobre los valores y las tradiciones locales a través de la promoción de objetivos que, como ocurre con la igualdad de género y los derechos reproductivos, no solo no contarían necesariamente con el apoyo de sectores mayoritarios, sino que a larga pueden poner en jaque los cimientos moral-cristianos sobre los que presuntamente se fundaría la nación (Márquez y Laje 2016).


    De tal forma, la agenda moral demanda cerrar filas a favor de la soberanía nacional y contra la intromisión de intereses foráneos, tema que se expresó claramente en torno a las críticas vertidas a causa de la inclusión del enfoque de género en el currículo educativo básico en 2017 en Perú. La identificación de un enemigo común, un progresismo local encabezado por feministas, colectivos LGBTQ+ y promotores del género que, en principio, respondería a los dictámenes de entidades supranacionales con la fuerza y el alcance como para desgastar los valores y las instituciones cristianas, es decir, las presuntas bases del ordenamiento social y político, es el pegamento que agrupa a los actores del movimiento conservador en el país, y es lo que les permite desplegar la defensa de la agenda moral como una estrategia política (Tello 2024). Contra la amenaza, la politización.


    El panorama es amplio y el proceso, por supuesto, extremadamente complejo. De ahí que nuestra hipótesis de partida invite a examinar concretamente la politización del movimiento conservador peruano como un proceso que tiene una duración aproximada de diez años, enmarcada entre 2011 y 2021. Consideramos que durante esos años la defensa de la agenda moral, atada a la promoción de los valores e identidades provida y profamilia, fuertemente cargados de componentes religioso-cristianos, ha sufrido un desplazamiento paulatino del ámbito de la sociedad civil y las iglesias al del Estado y las instituciones políticas. La participación ha conquistado representación en el campo conservador en el marco de una década. A su vez, mientras que la politización posiciona una agenda moral como brújula del quehacer político, reprocha la implementación de una agenda social contraria ligada al reconocimiento de los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, al reconocimiento legal de las relaciones entre personas del mismo sexo y a la incorporación de una perspectiva de género en las políticas públicas. En tal sentido, la politización atendida como un proceso expresa el tránsito de una agenda moral de un espacio hacia otro, de Dios al Estado, del mundo eclesial a las elecciones, por decirlo así. Más de fondo, la politización del movimiento conservador llama la atención sobre cómo nuevos y viejos actores de la derecha peruana, tanto la convencional como de la “ultraderecha” (Rovira 2022, Ubilluz y Bolo-Varela 2024), aunque sobre todo de la última, han venido desarrollando poder de fuego para conquistar el poder político en el país, proceso que le ha rendido réditos sustanciales en los últimos años.


    Las etapas de politización


    Esta politización, empero, no es un proceso lineal ni necesariamente ordenado. Su contenido responde a contextos variados y múltiples situaciones, en tanto las correlaciones de fuerza internas y la influencia de factores exógenos logran tener efectos considerables sobre la politización del movimiento conservador. Los condicionamientos son abundantes, por decir lo menos. Así, el auge de una agenda social de derechos asociada al avance de fuerzas progresistas en el Estado durante el gobierno de Ollanta Humala, el ciclo de crisis políticas experimentado en el país a partir de 2016 y las ramificaciones de estas a escala de las instituciones, así como la emergencia de partidos y liderazgos alineados con la ultraderecha latinoamericana hacia las elecciones de 2021, son algunos de los factores que modelan la politización del movimiento conservador en el país, habilitando y constriñendo su desenvolvimiento. A fin de poder controlar esta complejidad analítica, hemos optado por periodizar tres etapas o fases clave dentro de la politización del movimiento conservador en Perú:


    	Entre 2011 y 2016, en el medio de dos procesos electorales, transcurrió lo que llamamos la fase de la politización embrionaria del movimiento conservador. El periodo se inicia en la campaña 2011, en la medida que se instalan en el debate político puntos asociados a la agenda social, como lo fueron el matrimonio entre personas del mismo sexo y el aborto, una característica de los comicios que no había cobrado tal centralidad en elecciones anteriores. Los candidatos en disputa son emplazados a tomar postura sobre temas morales, culturales y religiosos. Tanto es así que dos actores eclesiales como el cardenal Juan Luis Cipriani y monseñor Miguel Cabrejos, representantes del Arzobispado y la Conferencia Episcopal Peruana, respectivamente, asumirán un intenso protagonismo político durante la campaña, conminando a los candidatos a la presidencia y al Congreso a preservar una agenda moral provida y profamilia. Con todo, la victoria de Ollanta Humala y la instalación de un gobierno progresista en lo social, promotor y defensor de algunas reformas y proyectos sobre reconocimiento de derechos sexuales y de grupos minoritarios, provocará una reacción en el todavía fragmentado y desarticulado campo conservador. A su vez, en las comisiones parlamentarias, sobre todo en la de Justicia y Derechos Humanos y en la de Constitución, se librarán intensos debates entre congresistas de diferentes bancadas, una pugna entre iniciativas e ideas progresistas y conservadoras, tal como ocurrió en el caso de la unión civil para personas del mismo sexo. Los congresistas defensores de una agenda moral conservadora recibirán el apoyo de grupos sociales representativos de las iglesias católica y evangélica, quienes se verán obligados a reaccionar políticamente frente a lo que percibían como el avance de una “ola progresista” en el interior del Estado y las instituciones. Así, el periodo de la politización embrionaria retrata un escenario donde lo que prima es la reacción o el contragolpe de los actores conservadores contra el despliegue de una agenda social de derechos amenazante a sus intereses y valores. Se identifican prioridades innegociables y se encuentran actores y representantes de la agenda moral (sobre todo quienes provienen del mundo católico), pero la disgregación del movimiento es aún patente; no hay significativas concatenaciones. La participación durante la politización embrionaria busca esencialmente bloquear o frenar en los ámbitos mediático y legislativo al sector antagonista. El capítulo 2 se concentrará en este periodo.


    	Hemos caracterizado la etapa 2016-2020 como un periodo de politización proactiva del movimiento conservador, durante el cual avanza con mayor determinación en la defensa de su agenda moral, principalmente en temas relacionados con la familia, la vida y la educación. Este proceso se subdivide en dos momentos clave: el primero, que se extiende desde la elección general de 2016 hasta el cierre del Congreso en 2019, cuando el movimiento conservador alcanzó considerables influencia y consolidación, articulándose con actores políticos y religiosos para frenar las reformas progresistas. El segundo, más breve pero igualmente significativo, abarca desde la elección del nuevo Congreso en 2020 hasta el inicio de la campaña presidencial de 2021, en un contexto marcado por la reconfiguración política del país y la búsqueda de nuevas oportunidades para restaurar su presencia en la arena legislativa.

    En ese sentido, a diferencia de la fase anterior, en este escenario no solo hay respuestas o reacciones ante los adversarios ideológicos y políticos, ya que se observa una deliberada intencionalidad por marcar con claridad el terreno político en torno a los valores provida y profamilia. Consideramos que es este el periodo clave del proceso de politización, puesto que aquí se concentra la construcción de recursos (discursos, redes y soportes) y prácticas políticas ligadas al propio movimiento conservador, interviniendo en el camino distintos liderazgos y grupos de interés, quienes influyen en el movimiento y en su desempeño en coyunturas clave, como lo fue la aparición del colectivo Con Mis Hijos No Te Metas. Los ejes de la agenda moral se concentrarán así y condensarán en la temática que identificará claramente al movimiento conservador en el Perú: la batalla contra la “ideología de género” en el nuevo currículo escolar implementado en el gobierno de Pedro Pablo Kuczynski. El género será la punta de lanza del movimiento conservador desde entonces, construyéndose en torno a él un marco de acción política delimitado, reconocible y aglutinador. Tres son las estrategias que, superpuestas entre sí y encaramadas en torno al género, impulsarán decididamente al movimiento conservador para apuntalar en los ámbitos político, social y cultural su “agenda moral”: (a) marchas y protestas a escala local y nacional, (b) judicialización de políticas públicas, y (c) articulación con congresistas y grupos parlamentarios. El liderazgo de asociaciones de la “sociedad civil de derecha” como Con Mis Hijos No Te Metas (Gil 2021) y Padres en Acción (Castro-Pérez, 2024), así como el apoyo recibido por parte de legisladores de la denominada “bancada evangélica” y grupos afines a los temas prioritarios del movimiento conservador, explicarán, al menos parcialmente, en qué medida el movimiento conservador desarrolla una dinámica de participación mucho más proactiva en pos del afianzamiento de su agenda y consignas. Analizaremos este contexto clave en el capítulo 3.


    Ahora bien, la politización se tiñe de la situación política local, en ese tiempo signada por la sucesión de crisis políticas que azotaron al país prácticamente desde los primeros días de iniciado el gobierno de Kuczynski. El ajustado resultado de las elecciones generales de 2016 abrió múltiples focos de conflicto entre el Gobierno y el Congreso, que se vio reflejado en un choque de poderes y en la aceleración de un proceso de degradación institucional (Dargent y Rousseau 2022) que afectó no solo la capacidad del Ejecutivo para tomar decisiones y hacerlas cumplir de manera efectiva, sino que, en paralelo, provocó una brecha de polarización entre las élites políticas. La pugna entre poderes del Estado terminó normalizando el uso de medidas extremas —aunque legítimas en términos constitucionales— con el propósito de destituir a autoridades. Así, en un primer momento, el Legislativo, comandado por la fuerza de los votos de la mayoría fujimorista, puso contra las cuerdas al Ejecutivo a través de mecanismos como interpelaciones y censuras ministeriales. Fue precisamente dicho sector opositor en el Congreso quien apoyó la defensa de la agenda moral del movimiento conservador, tanto porque tenía representantes que coincidían en la necesidad de reivindicar los valores provida y profamilia como porque fue parte de un cálculo político para desgastar al Gobierno y las políticas que pretendía impulsar, entre ellas el enfoque de género en la educación. Sin embargo, la “crisis política” que tuvo entre sus secuelas la dimisión de Kuczynski y la consecuente sucesión presidencial del primer vicepresidente Martín Vizcarra imprimió una serie de condicionamientos al proceso de politización, sobre todo tras la disolución del Congreso resuelta por Vizcarra en septiembre de 2019. Los puntos de apoyo parlamentarios que habían sido importantes para la defensa de la agenda moral los años previos quedaron deshechos súbitamente. Con todo, la convocatoria a elecciones extraordinarias parlamentarias a realizarse los últimos días de enero de 2020, a fin de completar el periodo legislativo (hasta 2021), fue una ventana de oportunidad propicia para que el movimiento conservador identificara sus ventajas y fortalezas internas, aspirando lograr una exitosa participación en los futuros comicios. El último eslabón de la etapa de politización proactiva se desarrollará en el capítulo 4 con el recuento de una experiencia del trabajo de campo.



    	El proceso de politización del movimiento conservador concluye hacia las elecciones de 2021. Los actores, prácticas y discursos emergidos a lo largo de la década previa, los momentos de repliegue y expansión, al encumbramiento de una agenda moral provida y profamilia evidenciada en un implacable posicionamiento contra el reconocimiento de derechos sexuales y reproductivos de las mujeres, contra los derechos de las diversidades sexuales, así como contra la presencia del “género” en el ordenamiento político y jurídico del país, quedarán encapsulados dentro de una “nueva” organización política como Renovación Popular, la marca partidaria makeover de Solidaridad Nacional que enarboló abiertamente las banderas provida y profamilia antes, durante y tras la campaña electoral. A esta fase de la politización la describimos como la politización con vínculos partidarios. De esa manera, el líder de Renovación Popular y candidato presidencial, Rafael López Aliaga, actualmente alcalde de la Municipalidad Metropolitana de Lima, se ha distinguido por oponerse al aborto y por defender a la familia tradicional. Asimismo, López Aliaga viene liderando un programa abocado a salvaguardar la “soberanía nacional” frente a la intromisión de presuntas ideas y valores progresistas transmitidos por organismos supranacionales, rasgo que lo ha ubicado como un ferviente adversario del “género”, por ejemplo. Si bien López Aliaga no alcanzó a llegar a la segunda vuelta de los comicios presidenciales, su participación en la contienda y la emergencia de Renovación Popular ha tenido la capacidad de centralizar a los actores del movimiento conservador, quienes han encontrado un liderazgo y una plataforma dedicados a la preservación de un orden moral tradicional, fuertemente cargado de valores cristianos provida y profamilia. Más aún, pese a que López Aliaga no conquistó la presidencia en las elecciones de 2021, Renovación Popular sí logró obtener trece escaños parlamentarios, varios de los cuales fueron ocupados por representantes del movimiento conservador, quienes, desde el Congreso, han venido apuntalando diferentes iniciativas relativas a la protección de la agenda moral en el Perú; de las iglesias al Estado en el curso de una década, y habiendo adquirido “poder de fuego” para institucionalizar sus objetivos. El capítulo 5 se detendrá en el análisis de las elecciones 2021 desde la óptica del movimiento conservador.



    En resumen, proponemos que la politización del movimiento conservador en Perú ha sido un proceso dinámico y multifacético, condicionado por crisis institucionales, oportunidades políticas y la interacción/disputa con fuerzas progresistas. No se trata de un proceso lineal ni homogéneo, sino más bien de una secuencia de avances y retrocesos, donde la movilización de actores sociales en torno a una agenda moral ha encontrado en cada coyuntura su propio espacio de actuación. A medida que el movimiento ha consolidado su agenda, especialmente en torno a la oposición a los derechos reproductivos y a la inclusión de la perspectiva de género, también ha logrado avanzar hacia la arena política institucional, como lo demuestra el ascenso de Renovación Popular y la figura de Rafael López Aliaga. Este movimiento ha sabido articular las demandas de sectores conservadores y religiosos, y logrado traducir su influencia cultural y social en poder político. No obstante, este proceso también ha dependido de una serie de crisis políticas y de la fragmentación de las élites, que han abierto espacios para la emergencia de nuevas fuerzas conservadoras. Así, el movimiento conservador en Perú se ha reconfigurado, pasando de ser un actor predominantemente social a uno político, con claras conexiones con la ultraderecha latinoamericana, consolidando su influencia en el Estado y proyectándose como una fuerza con capacidad de incidencia en el futuro político del país.


    Ubicando al movimiento conservador


    Aunque los rasgos que definen los contornos de un movimiento social son diversos, así como sus definiciones académicas, consideramos que Neveu (2000) es un autor que ofrece un análisis lo suficientemente exhaustivo como para identificar las características clave que todo movimiento social debe mostrar. Estas características también son, a nuestro juicio, significativas en el movimiento conservador en el Perú. En primer lugar, todo movimiento social se basa en su capacidad de ejercer acción colectiva, una movilización conjunta y deliberada llevada a cabo de forma coordinada por diversos agentes. La existencia de un proyecto explícito de movilización encabezado por grupos y colectividades es esencial para la definición básica de cualquier movimiento social. En segundo lugar, la acción colectiva responde a una lógica reivindicativa o de defensa de una causa, consigna o interés material. Los movimientos sociales buscan fundar nuevos órdenes mediante la transformación de las instituciones existentes, ya sea a través de cambios profundos o mediante modificaciones localizadas. Alternativamente, como es el caso del movimiento conservador, algunos movimientos se enfocan en resistir la introducción de cambios percibidos como perjudiciales para sus intereses. En tercer lugar, los movimientos sociales adquieren una dimensión política cuando su acción colectiva se dirige hacia el Estado, es decir, hacia las autoridades políticas que son consideradas responsables de atender las demandas. En otras palabras, un movimiento social se politiza en la medida en que el Estado, como centro del poder político, se convierte en el destinatario final de sus protestas. En corto, el movimiento conservador en Perú cumple con estas tres características: (a) es una acción colectiva coordinada y deliberada, (b) busca transformar o salvaguardar un orden social existente, y (c) se moviliza explícitamente hacia el Estado, aunque no necesariamente en contra de este.


    ¿Por qué movimiento y no contramovimiento? Existe margen para cuestionar el término “contramovimiento”, tal como lo propone Tello (2024) en su análisis sobre el “contramovimiento evangélico conservador en Perú”. Este concepto describe a un movimiento social que emerge en respuesta y oposición a un movimiento preexistente. En ese sentido, el contramovimiento evangélico conservador en Perú (2009-2019) se movilizó principalmente para frenar el avance de los derechos LGBTQ+ y el enfoque de género, percibidos como amenazas a sus valores religiosos y morales. Lo que define a este contramovimiento es su carácter reactivo, condicionado por los movimientos que impulsaban cambios sociales, especialmente en torno a la igualdad de género y los derechos LGBTQ+. Sin embargo, caracterizar al conservadurismo solo como contramovimiento ignora su posterior evolución hacia un movimiento autónomo, con una agenda propia y una capacidad de acción proactiva que va más allá de la mera oposición.


    Si bien es cierto que el movimiento conservador comenzó como una respuesta directa a las iniciativas progresistas, no se mantuvo en una postura simplemente defensiva. A medida que se consolidó, especialmente entre 2016 y 2021, el conservadurismo peruano adoptó una postura mucho más agresiva y proactiva. Ya no se trataba únicamente de frenar las reformas en marcha, sino de avanzar con una agenda propia, centrada en la defensa de la familia tradicional y la lucha contra la “ideología de género”. El movimiento dejó de ser un contramovimiento para convertirse en un auténtico movimiento político, con estrategias de politización activa y coordinada que incluían movilizaciones masivas, presencia en medios, alianzas parlamentarias y, finalmente, vinculaciones sólidas con organizaciones políticas. La fase reactiva dio paso a una agenda propositiva, orientada a ganar poder político institucional. Este cambio es fundamental para entender cómo los conservadores dejaron de depender exclusivamente de las iniciativas progresistas para movilizarse, y empezaron a promover activamente su propia visión de sociedad, buscando dominar tanto el espacio político como el social. Por tanto, es inexacto caracterizar al movimiento conservador como un contramovimiento, ya que la fase reactiva fue solo el punto de partida de un proceso que posteriormente evolucionó hacia un movimiento autónomo y proactivo.


    En esa línea, el movimiento conservador ha ido más allá de la movilización y protesta en defensa de la agenda moral. Un rasgo distintivo del movimiento conservador es que, en el transcurso de una década, ha logrado “politizar” su actividad, trasladando su agenda y liderazgos al ámbito de la política institucional. A diferencia de lo que ocurría años atrás, la derecha conservadora ha emergido como un actor políticamente legitimado dentro del Estado, con una agenda y representantes que ahora operan directamente a través de las instituciones públicas. Esto significa que el movimiento conservador ha logrado insertarse en el Estado, en interacción principalmente con el Congreso, entre otras instituciones. Este movimiento ya no actúa desde los márgenes del sistema político, sino desde dentro de las instituciones. Sin embargo, es importante destacar que la politización del movimiento no implica necesariamente la partidización. Es decir, no toda politización conlleva la creación de un partido político propio o la fusión con uno ya existente.


    Así, en el caso de análisis que proponemos, la politización no ha derivado en la creación de un partido político propio, como podría esperarse en otros contextos (Loxton 2021, Vommaro 2023). En lugar de eso, ha encontrado una plataforma afín en Renovación Popular, lo que evidencia una cercanía sólida pero no orgánica entre el movimiento social y el partido. Esta relación se fundamenta en afinidades selectivas, donde ambos actores coinciden en su defensa de la agenda moral. El movimiento no ha sido absorbido por el partido ni Renovación Popular puede considerarse una creación directa del movimiento conservador. Lo que ha ocurrido es una alianza estratégica que permite al movimiento social influir en el espacio político desde dentro de las instituciones sin necesariamente partidizarse. Así, el movimiento ha logrado mantener su autonomía, actuando como un actor influyente dentro del sistema político sin necesidad de formalizarse como un partido político en sí mismo (véase Anria 2018).


    En este punto conviene hacer una aclaración extremadamente importante. ¿Dónde ubicar al movimiento conservador dentro del espectro de las derechas latinoamericanas? ¿Es esto posible? La política latinoamericana en los últimos años ha sido escenario de una transformación en el espectro ideológico de la derecha, impulsada por el surgimiento de un movimiento conservador que se ha articulado en torno a la defensa de valores tradicionales y la moralidad pública. Este movimiento no puede ser categorizado ni dentro de la derecha convencional ni de la derecha extrema; en lugar de ello, encaja mejor en lo que se ha definido como la ultraderecha latinoamericana (Rovira 2022, 2024). La ultraderecha en la región no solo rechaza las agendas progresistas, sino que se ha erigido como una fuerza que moviliza su base social para tensionar y, en algunos casos, desafiar las instituciones democráticas.


    La derecha convencional en América Latina, según lo planteado por Rovira (2024), acepta las reglas del juego democrático y opera dentro de los marcos formales de la democracia liberal. Esta derecha se concentra principalmente en el ámbito económico, en defensa del libre mercado, la propiedad privada y el mantenimiento del statu quo socioeconómico. Aunque puede resistirse a los cambios sociales que buscan mayor igualdad, su enfoque se centra más en la estabilidad económica y la defensa de la desigualdad como un fenómeno natural que garantiza la prosperidad. Por otro lado, la extrema derecha adopta posturas más rígidas en cuanto a la defensa del orden social y jerárquico, así como de valores autoritarios, jerárquicos y antidemocráticos. Se caracteriza por promover un nacionalismo radical, un rechazo absoluto al pluralismo y un enfoque fuertemente autoritario. Así, la extrema derecha busca imponer un control férreo del Estado sobre la sociedad, promoviendo el uso de la represión y la violencia como herramientas legítimas para mantener el orden y la estabilidad.


    El movimiento conservador en América Latina, sin embargo, según lo que planteamos a partir de la experiencia peruana, ha evolucionado hacia una corriente que se ajusta más a las características de la ultraderecha regional y global (sobre esta categorización, véase Meléndez 2023). Este es un sector que, en lugar de priorizar los temas económicos, pone su énfasis en cuestiones morales y culturales, enarbolando banderas como la defensa de la familia tradicional, la lucha contra la igualdad de género y el rechazo a la diversidad sexual. Así, su agenda se centra en la oposición a lo que consideran una erosión de los valores tradicionales, promovida por las políticas progresistas. Estos temas morales se han convertido en el eje de su movilización política, lo que la distancia de la derecha convencional, que históricamente ha priorizado las políticas de libre mercado. Asimismo, como indica Rovira, la ultraderecha se diferencia de otras formas de derecha por su ataque frontal a las instituciones democráticas cuando estas se perciben como obstáculos para la preservación de los valores tradicionales. Mientras que la derecha convencional respeta las reglas del juego democrático, la ultraderecha se sirve de tácticas populistas, movilizando el descontento popular para desafiar el sistema desde dentro, aunque a menudo tensionando los límites de la democracia.


    El movimiento conservador en América Latina, y particularmente en Perú, ha aprovechado estas dinámicas para consolidarse como una fuerza política que opera no solo dentro de las instituciones, sino también mediante la movilización social extrainstitucional. Las protestas en defensa de la familia tradicional y contra las políticas de género han sido herramientas clave para presionar al sistema democrático, buscando moldearlo de acuerdo con sus valores morales. Esto sitúa al movimiento conservador más cerca de la ultraderecha, ya que su objetivo no es simplemente participar en la política institucional, sino transformar radicalmente el orden moral y social. En contraste con las dinámicas de la ultraderecha global en países como Estados Unidos o Francia, la ultraderecha latinoamericana tiene un componente religioso más arraigado. La influencia de las iglesias católica y evangélica en el discurso y la movilización política ha sido fundamental en el éxito de estos movimientos. Esto ha permitido a los líderes conservadores no solo capitalizar el descontento social, sino también construir una base de apoyo fuerte y movilizada en defensa de los valores religiosos y tradicionales.


    En conclusión, el movimiento conservador en Perú y en otros países de América Latina se identifica mejor con la ultraderecha que con la derecha convencional o extrema. Su enfoque en la defensa de valores tradicionales y religiosos, junto con su rechazo a las políticas progresistas de género y diversidad sexual, lo alinean más con las tácticas populistas y autoritarias de la ultraderecha. Este movimiento, aunque participa en el sistema democrático, busca tensionarlo para transformarlo
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